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HONORABLE CÁMARA:

La  Comisión  de  Constitución,  Legislación  y
Justicia  viene  en  informar,  en  primer  trámite  constitucional  y  segundo
reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en un Mensaje de S.E.
la Presidenta de la República.

De conformidad con lo establecido en el  artículo
130 del Reglamento de la Corporación, este informe recae sobre el proyecto
aprobado en general por la Cámara en sesión 137ª. de 4 de marzo en curso,
con todas las indicaciones presentadas en la Sala y admitidas a tramitación,
las  que  constan  en  la  hoja  respectiva  preparada  por  la  Secretaría  de  la
Corporación.

Durante el desarrollo de este trámite, la Comisión
contó con la colaboración de la asesora de la División Jurídica del Ministerio
de Justicia, señora Javiera Ascencio de la Fuente, el asesor de la División
Social, señor Félix Asencio Hernández; el psiquiatra de la Subsecretaría de
Redes  Asistenciales  del  Ministerio  de  Salud,  señor  Gonzalo  Poblete
Altamirano, el jefe del Departamento  de Asesoría Jurídica de ese Ministerio,
señor  Sebastián  Pávlovic  Jeldres  y  el  abogado señor  Luis  Eduardo Díaz
Silva.

De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 288 del
Reglamento, en este informe debe dejarse constancia de lo siguiente:

1.- De las disposiciones que no fueron objeto
de indicaciones durante la discusión del primer informe en la Sala ni de
modificaciones durante la elaboración del segundo en la Comisión.

En esta situación se encuentran los artículos 455,
456,  457,  458 ter,  459,  460,  461,  462,  463 y 464 introducidos al  Código
Procesal Penal por el artículo 1° y los artículos 2°, 3°, 5° y 6°, todos los que
de conformidad a lo  establecido en el  artículo  131 del  Reglamento de la
Corporación, deben entenderse aprobados.

2.-  De  las  disposiciones  calificadas  como de
rango  orgánico  constitucional  o  que  deben  aprobarse  con  quórum
calificado.

La Comisión reiteró su parecer en el  sentido de
que el proyecto no contiene disposiciones que requieran un quórum especial
de aprobación.

3.- De las disposiciones suprimidas.



No hubo disposiciones suprimidas.

4.- De las disposiciones modificadas.

La Comisión modificó únicamente el  artículo 458
introducido por el artículo 1° en el Código Procesal Penal.

Este artículo dispone lo siguiente:

“Artículo  458.-  Imputado  con  indicios  de
enfermedad mental. Si al momento de practicar la detención o dentro del
plazo establecido en el inciso segundo del artículo 131, los agentes policiales
o  el  defensor  que  hubiere  tomado  contacto  con  el  imputado,  percibieren
indicios que permitieren suponer la existencia de algún tipo de enfermedad
mental  que  impida  al  detenido  comprender  su  situación  o  que  pueda
significar un riesgo para la integridad de terceros, se comunicarán en el plazo
señalado en el  citado artículo y por la vía más expedita con el Ministerio
Público, para que, si lo estimare procedente, disponga previa autorización del
juez  de  garantía,  que  antes  de  la  audiencia  de  control  de  detención,  se
practiquen  en  forma  ambulatoria  exámenes  mentales  preliminares  al
detenido.  Igual  comunicación  deberá  realizarse  a  la  Defensoría  Penal
Pública.

Los exámenes señalados en el inciso precedente
tendrán por objeto determinar la necesidad de realizar un informe pericial
psiquiátrico  al  imputado,  respecto  del  cual  existan  indicios  que  pudiese
padecer  de una enfermedad mental  que excluya su imputabilidad.  Dichos
exámenes  deberán  ser  practicados  por  médicos  psiquiatras  o  médicos
cirujanos debidamente certificados por el  Ministerio de Salud y no podrán
tener mérito probatorio alguno.

Si  no  pudieren  ser  practicados  los  exámenes
mentales preliminares con antelación a la audiencia de control de detención,
el fiscal, o cualquiera de los intervinientes, podrá solicitar la ampliación de la
detención conforme lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 132, para
el sólo efecto de que se practiquen los exámenes preliminares al detenido en
el más breve plazo posible, no pudiendo extenderse su duración más allá del
tiempo  necesario  para  su  realización  y  del  plazo  previsto  en  el  mismo
artículo.  El  juez accederá a la  ampliación del  plazo de detención cuando
estimare  que  los  antecedentes  justifican  esta  medida.  Dicha  ampliación
deberá cumplirse en los recintos penales correspondientes, sin perjuicio del
traslado ambulatorio al lugar en que deba realizarse el examen.”.

Los Diputados señoras Rubilar y Turres y señores
Lobos, Olivares y Rossi presentaron una indicación para suprimir en el inciso
segundo las expresiones “ o médicos cirujanos debidamente certificados por
el Ministerio de Salud”.

Tratándose  de  una  indicación  renovada  por  sus
autores, la Comisión estimó innecesario un nuevo debate, recordando que la
Diputada señora Turres la había fundamentado en la conveniencia de que
tratándose de exámenes de la naturaleza señalada, deberían practicarse por
especialistas.
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Se aprobó la indicación por mayoría de votos ( 5
votos a favor y 3 en contra).

5.- De las disposiciones nuevas introducidas.

No se introdujeron nuevas disposiciones.

6.-  De  las  disposiciones  que  son  de  la
competencia de la Comisión de Hacienda.

No hay disposiciones distintas a las mencionadas
en  el  primer  informe  y  que  ya  fueron  analizadas  por  la  Comisión  de
Hacienda, que sean de la competencia de esa Comisión.

7.-  De  las  indicaciones  rechazadas  por  la
Comisión.

La Comisión rechazó las siguientes indicaciones:

1.- La de los Diputados señoras Rubilar y Turres y
señores Lobos, Olivares y Rossi para agregar al final del inciso segundo del
artículo 458 bis, introducido por el artículo 1° del proyecto, sustituyendo el
punto aparte por un punto seguido, lo siguiente:

“ En todo caso, las pericias deberán ser realizadas
por un médico psiquiatra debidamente acreditado.”.

Se  rechazó  en  tercera  votación  como
consecuencia de no haberse quebrado el empate obtenido.

2.-  La  de los Diputados señores Aedo,  Insunza,
Jaramillo,  Lorenzini,  Montes,  Ortiz,  Robles  y  Súnico,  formulada  en  la
Comisión  de  Hacienda,  para  agregar  un  inciso  final  en  el  artículo  4°  del
siguiente tenor:

“  En  aquellos  casos  en  que  con  ocasión  de  la
atención  señalada  en  la  letra  b),  se  desprenda  la  necesidad  de
hospitalización del interno por causa de patologías no psiquiátricas y previa
indicación médica, éste será trasladado a los establecimiento de salud de la
red asistencial correspondiente, para su atención y tratamiento.”.

Se  rechazó  por  mayoría  de  votos  (  8  votos  en
contra y 1 abstención).

3.-  La  de los Diputados señores Aedo,  Insunza,
Jaramillo,  Lorenzini,  Montes,  Ortiz,  Robles  y  Súnico,  formulada  en  la
Comisión de Hacienda, para reemplazar en el artículo transitorio la oración
“las  funciones  establecidas  en  el  artículo  4°  deberán  desarrollarse  en  el
Servicio de Psiquiatría de mediana o alta complejidad más cercano” por la
siguiente: “las funciones establecidas en el artículo 4° deberán realizarse en
los establecimientos asistenciales que cuenten con unidades de Psiquiatría
Forense pertenecientes y determinados por el Ministerio de Salud para estos
efectos.”.
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Se  rechazó  por  mayoría  de  votos  (  8  votos  en
contra y 1 abstención).

8.- Texto o mención de las disposiciones que el
proyecto modifica o deroga.

El proyecto sustituye los artículos 455, 456. 457,
458, 459, 460, 461, 462, 463, 464, 481 y 482 del Código Procesal Penal,
como asimismo deroga el artículo 465 del mismo Código.

*****

Por las razones señaladas y por las que expondrá
oportunamente  el  señor  Diputado  Informante,  esta  Comisión  recomienda
aprobar el proyecto en conformidad al siguiente texto:

“PROYECTO DE LEY:

Artículo  1°.-  Sustitúyese  el  Título  VII  del  Libro
Cuarto del Código Procesal Penal, por el siguiente:

Título VII

Procedimiento para la aplicación exclusiva de medidas de seguridad

Párrafo 1°.- Disposiciones generales.

Artículo 455.- Procedencia de la aplicación de
medidas de seguridad. Sólo  procederá  la  aplicación  de las  medidas de
seguridad,  de  conformidad  con  el  procedimiento  regulado  en  el  presente
Título,  al  que  hubiere  realizado  un  hecho  típico  y  antijurídico,  que  fuere
declarado  inimputable  como  consecuencia  de  una  enfermedad  mental,  y
siempre  que  existan  antecedentes  calificados  que  hagan  presumir  la
probabilidad de un riesgo para terceros.

Al evaluar la probabilidad del riesgo para terceros,
el juez deberá considerar, entre otros antecedentes, un informe médico de un
especialista en psiquiatría, sin que pueda sustentarse exclusivamente en la
gravedad  y  naturaleza  del  hecho  típico  y  antijurídico  realizado  por  el
imputado.

Artículo 456.- Supletoriedad de las normas del
Libro  Segundo  para  la  aplicación  de  medidas  de  seguridad. El
procedimiento para la aplicación de medidas de seguridad se rige por las
reglas contenidas en este Título y en lo que éste no prevea expresamente,
por las disposiciones del Libro Segundo, en cuanto no fueren contradictorias
con éstas.

Artículo 457.- Clases de medidas de seguridad.
Concurriendo los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 455,
encontrándose  ejecutoriada  la  sentencia  y  tomando  en  consideración  la
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complejidad y evolución de la enfermedad mental del sentenciado, el juez,
con un informe pericial o del equipo tratante, podrá determinar la medida de
seguridad a aplicarse, conforme a los límites dispuestos en el artículo 481:

a) Custodia y tratamiento del  sentenciado,  quien
quedará bajo la responsabilidad de su familia, de su guardador, o de alguna
institución pública o particular de beneficencia, socorro o caridad.

b) Internación del sentenciado en establecimientos
psiquiátricos  que  cuenten  con  atención  de  alta  o  mediana  complejidad
forense.

El  juez,  con  un  informe  pericial  o  del  equipo
tratante,  podrá  determinar  que  la  medida  de  seguridad  sea  cumplida  en
aquellas  residencias  forenses  de  baja  complejidad  que  disponga  la  red
asistencial respectiva.

En  ningún  caso  la  medida  de  seguridad  podrá
llevarse  a  cabo  en  un  recinto  penitenciario.  Si  la  persona  se  encontrare
recluida,  el  tribunal  deberá  ordenar  su  traslado  inmediato  a  la  institución
encargada de su custodia, tratamiento o internación, o la entregará bajo el
cuidado de la persona que la tendrá a su cargo.

La  internación  se  efectuará  en  la  forma  y
condiciones que se establecieren en la sentencia que impone la medida.

Párrafo 2°. Medidas cautelares especiales.

Artículo  458.-  Imputado  con  indicios  de
enfermedad mental. Si al momento de practicar la detención o dentro del
plazo establecido en el inciso segundo del artículo 131, los agentes policiales
o  el  defensor  que  hubiere  tomado  contacto  con  el  imputado,  percibieren
indicios que permitieren suponer la existencia de algún tipo de enfermedad
mental  que  impida  al  detenido  comprender  su  situación  o  que  pueda
significar un riesgo para la integridad de terceros, se comunicarán en el plazo
señalado en el  citado artículo y por la vía más expedita con el Ministerio
Público, para que, si lo estimare procedente, disponga previa autorización del
juez  de  garantía,  que  antes  de  la  audiencia  de  control  de  detención,  se
practiquen  en  forma  ambulatoria  exámenes  mentales  preliminares  al
detenido.  Igual  comunicación  deberá  realizarse  a  la  Defensoría  Penal
Pública.

Los exámenes señalados en el inciso precedente
tendrán por objeto determinar la necesidad de realizar un informe pericial
psiquiátrico  al  imputado,  respecto  del  cual  existan  indicios  que  pudiese
padecer  de una enfermedad mental  que excluya su imputabilidad.  Dichos
exámenes  deberán  ser  practicados  por  médicos  psiquiatras  y  no  podrán
tener mérito probatorio alguno.

Si  no  pudieren  ser  practicados  los  exámenes
mentales preliminares con antelación a la audiencia de control de detención,
el fiscal, o cualquiera de los intervinientes, podrá solicitar la ampliación de la
detención conforme lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 132, para
el solo efecto de que se practiquen los exámenes preliminares al detenido en
el más breve plazo posible, no pudiendo extenderse su duración más allá del
tiempo  necesario  para  su  realización  y  del  plazo  previsto  en  el  mismo
artículo.  El  juez accederá a la  ampliación del  plazo de detención cuando
estimare  que  los  antecedentes  justifican  esta  medida.  Dicha  ampliación
deberá cumplirse en los recintos penales correspondientes, sin perjuicio del
traslado ambulatorio al lugar en que deba realizarse el examen.
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Artículo  458  bis.-  Solicitud  de  realización  de
informe  pericial  psiquiátrico.  En  cualquier  etapa  del  procedimiento,
cualquiera  de  los  intervinientes  podrá  solicitar  al  juez  de  garantía  que
disponga la práctica del informe pericial psiquiátrico al imputado, respecto del
cual  existan  indicios  de  enfermedad  mental  que  pudiere  excluir  su
imputabilidad.

Los  informes  periciales  psiquiátricos  serán
practicados  en  las  Unidades  de  Psiquiatría  Forense  Transitoria,  o  en  el
Servicio Médico Legal o establecimientos de salud, según corresponda. Sin
perjuicio  de  lo  anterior,  podrán  presentarse  por  cualquiera  de  los
intervinientes, informes practicados por otros profesionales en la materia.

Artículo  458  ter.-  Internación  provisional  del
imputado. Durante el procedimiento el tribunal podrá ordenar, a petición de
alguno de los intervinientes, la internación provisional del imputado, cuando
concurrieren los requisitos señalados en las letras a) y b) de los artículos 140
y  141,  existan  antecedentes  calificados  que  permitan  considerar  que  la
libertad del  imputado es peligrosa para la seguridad de la sociedad o del
ofendido y se cuente con antecedentes médicos que justifiquen la necesidad
de aplicar esta medida. Dichos antecedentes deberán consistir, al menos, en
los resultados del examen preliminar practicado conforme al artículo 458, o,
en los datos proporcionados por la historia clínica psiquiátrica del imputado.

Si  se  decretare  la  internación  provisional  y  se
ordenare  la  realización  del  informe  pericial  psiquiátrico,  éste  deberá
realizarse en un plazo que no podrá exceder de quince días. Con todo, si por
razones fundadas, el informe no pudiera evacuarse en el plazo señalado, y
antes  que  éste  expire,  se  deberá  comunicar  dicha  situación  al  juez  de
garantía, quien podrá autorizar su ampliación, el que en caso alguno podrá
exceder de treinta días contados desde que se ordenó la realización de la
pericia.

Para  la  realización  del  mencionado  informe
pericial, la internación provisional sólo se llevará a cabo en las Unidades de
Psiquiatría  Forense  Transitoria,  donde  el  imputado  será  sometido  a
evaluación,  con el  objeto  de  determinar  la  presencia  de  una enfermedad
mental  que  pudiere  excluir  su  imputabilidad.  Además,  podrá  iniciarse  el
tratamiento médico del imputado si lo requiriere. El profesional a cargo de la
unidad  o  quien  éste  designe,  deberá  evacuar  un  informe  al  tenor  de  lo
señalado en el inciso anterior, el que deberá remitirse al juez, al Ministerio
Público y al defensor de la causa. Recibido dicho informe, y dentro de las
veinticuatro horas siguientes, el juez deberá citar a audiencia de revisión de
la internación provisional y de las pericias practicadas, para dentro de quinto
día.

En  la  audiencia  de  revisión  de  la  medida  de
internación provisional, se podrá decretar la mantención de la misma, sólo en
cuanto se mantuvieren los requisitos establecidos en el  inciso primero del
presente  artículo.  En  estos  casos,  la  internación  provisional  sólo  podrá
cumplirse  en  los  establecimientos  asistenciales  de  alta  o  mediana
complejidad forense, que se encuentren fuera del perímetro de los recintos
penitenciarios, de acuerdo a lo que disponga el juez, previo informe del perito
tratante.

En los demás casos en que no sea necesaria la
aplicación  de  la  internación  provisional,  podrán  aplicarse  otras  medidas
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cautelares personales de aquellas contempladas en el  artículo 155.  Si  se
aplicara lo dispuesto en la letra b) del citado artículo, para la derivación del
imputado a un establecimiento asistencial, se deberá contar con un informe
al tenor de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 458.

En  lo  no  previsto  en  el  presente  artículo  se
aplicarán,  en  lo  que  fueren  pertinentes,  las  normas  contenidas  en  los
párrafos 4°, 5° y 6° del Título V del Libro Primero.

Párrafo 3°.- Reglas relativas a la solicitud de sobreseimiento por
inimputabilidad y requerimiento de medidas de seguridad.

Artículo  459.-  Designación  de  curador.
Existiendo antecedentes acerca de la enfermedad mental del imputado, sus
derechos serán ejercidos por un curador ad litem designado al efecto.

Artículo 460.- Actuación del Ministerio Público.
Si el fiscal hallare mérito para sobreseer temporal o definitivamente la causa,
efectuará la solicitud respectiva en la oportunidad señalada en el  artículo
248, caso en el cual procederá de acuerdo a las reglas generales, debiendo
presentar  en  dichas  audiencias  los  informes  periciales  psiquiátricos
practicados al imputado.

En el evento que se decretase el sobreseimiento
definitivo o temporal en virtud de la enfermedad mental del imputado, el juez
de garantía podrá informar a la Autoridad Sanitaria correspondiente.

Con todo, si al concluir su investigación, el fiscal
estimare  concurrente  la  causal  de  extinción  de  responsabilidad  criminal
prevista  en  el  número  1  del  artículo  10  del  Código  Penal  y,  además,
considerare  aplicable  una  medida  de  seguridad,  deberá,  en  el  plazo
contemplado en el artículo 248, formular el requerimiento del artículo 461 y
solicitar que se proceda conforme a las reglas previstas en este Título.

Artículo  461.-  Requerimiento  de  medidas  de
seguridad. Concurriendo los requisitos previstos en el artículo 455, el fiscal
requerirá  la  medida  de  seguridad,  mediante  solicitud  escrita,  que  deberá
contener, en lo pertinente, las menciones exigidas en el escrito de acusación.
En  el  caso  de  la  letra  g)  del  artículo  259,  deberá  indicar  la  medida  de
seguridad cuya aplicación se solicitare y la duración de la misma, debiendo
considerar en dicha solicitud lo dispuesto en el artículo 481.

En  los  casos  previstos  en  este  artículo,  el
querellante podrá acompañar al escrito a que se refiere el artículo 261, los
antecedentes  que  considerare  demostrativos  de  la  imputabilidad  de  la
persona requerida.
   

Artículo  462.-  Resolución  del  requerimiento.
Formulado el requerimiento, corresponderá al juez de garantía declarar que
el sujeto requerido se encuentra en la situación prevista en el  artículo 10
número 1°, del Código Penal. Si el juez apreciare que los antecedentes no
permiten  establecer  con  certeza  la  inimputabiilidad,  rechazará  el
requerimiento.

Al mismo tiempo, dispondrá que la acusación se
formule  por  el  querellante,  siempre  que  éste  se  hubiere  opuesto  al
requerimiento del fiscal, en el plazo de cinco días, para que la sostenga en lo
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sucesivo  en  los  mismos  términos  que  este  Código  establece  para  el
Ministerio Público. En caso contrario, ordenará al Ministerio Público la 
formulación de la acusación en el  plazo de diez días conforme al  trámite
ordinario.

Artículo 463.-  Reglas especiales relativas a la
aplicación de medidas de seguridad. Cuando se proceda en conformidad
a las normas de este párrafo, se aplicarán las siguientes reglas especiales:

a)  El  procedimiento  no  se  podrá  seguir
conjuntamente  contra sujetos enfermos mentales y otros que no lo fueren;

b) El juicio se realizará a puerta cerrada o sin la
presencia del enfermo mental, cuando por las características particulares de
su enfermedad no pueda desarrollarse normalmente la audiencia;

c) La sentencia absolverá si  no se constatare la
existencia de un hecho típico y antijurídico o la participación del imputado en
él,  o,  en  caso  contrario,  podrá  imponer  al  inimputable  una  medida  de
seguridad, y

d)  Cuando  se  pronunciare  una  sentencia  que
imponga una medida de seguridad, el juez deberá, a petición de alguno de
los intervinientes, proceder a la revisión de la medida cautelar de internación
provisional u otra medida cautelar que hubiese sido impuesta, atendidos los
antecedentes clínicos con que se contaren y lo dispuesto en el inciso primero
del artículo 481.

Párrafo 4°.- Imputado que sufre enfermedad mental sobreviniente durante el 
procedimiento.

Artículo 464.- Imputado que sufre enfermedad
mental sobreviniente. Si, después de cometido el delito, el imputado cayere
en  enajenación  mental,  cualquiera  de  los  intervinientes,  previo  informe
psiquiátrico,  podrá  solicitar  al  juez  de  garantía  la  realización  de  una
audiencia, a fin de discutir y decidir sobre la procedencia del sobreseimiento
temporal  del  procedimiento,  hasta  que  desapareciere  la  incapacidad  del
imputado,  o el  sobreseimiento definitivo,  si  se tratare de una enfermedad
mental  incurable.  En  lo  pertinente,  se  estará  a  lo  dispuesto  en  el  inciso
tercero del artículo 460.

La  regla  anterior  sólo  se  aplicará  cuando  no
procediere la terminación del procedimiento por cualquier otra causa.

Si  en  el  momento  de  declararse  la  enfermedad
mental del imputado, se hubiere formalizado la investigación, o se hubiere
deducido acusación en su contra, y se estimare que corresponde adoptar
una medida de seguridad, se aplicará lo dispuesto en los párrafos 2° y 3° de
este Título.

Artículo 2°.- Derógase el artículo 465 del Código
Procesal Penal.

Artículo 3°.- Sustitúyese el párrafo 4° del Título VIII
del Libro Cuarto del Código Procesal Penal, por el siguiente:

Artículo  481.-  Duración  y  control  de  las
medidas de seguridad.  Las medidas de seguridad impuestas a la persona
con  enfermedad  mental  sólo  podrán  durar  mientras  subsistieren  las
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condiciones que las hubieren hecho necesarias, y en ningún caso podrán
extenderse más allá de la pena restrictiva o privativa de libertad que hubiere
podido  imponérsele  o  del  tiempo  que  correspondiere  a   la  pena  mínima
probable, el que será señalado por el tribunal en su fallo.

Se entiende por pena mínima probable para estos
efectos, el  tiempo mínimo de privación o restricción de libertad que la ley
prescribiere  para  el  delito  o  delitos  por  los  cuales  se  hubiere  dirigido  el
procedimiento en contra de la persona con enfermedad mental, formalizada
la investigación o acusada, según correspondiere.

Quien  tuviere  a  su  cargo  a  la  persona  con
enfermedad mental, deberá informar semestralmente sobre la evolución de
su condición al juez de garantía y a su curador o familiares, en el orden de
prelación mencionado en el artículo 108.

El Ministerio Público, el defensor, su curador o sus
familiares,  podrán  solicitar  al  juez  de  garantía  que  hubiere  impuesto  la
medida, su modificación o cesación, cuando los antecedentes lo ameriten.

El  juez  de  garantía,  con  el  solo  mérito  de  los
antecedentes que se le proporcionaren, citará a una audiencia al Ministerio
Público,  al  defensor,  al  curador  o  familiar  respectivo  de  la  persona  con
enfermedad mental, para discutir y decidir la mantención o la cesación de la
medida, o la modificación de las condiciones de aquella o del establecimiento
en el cual se llevare a efecto, la que se deberá llevar a cabo en un plazo no
mayor  a  los  quince  días  contados  desde  la  presentación  de  la  solicitud
indicada en el inciso anterior.

El juez de garantía deberá inspeccionar, cada seis
meses,  los  establecimientos  psiquiátricos  o  instituciones  donde  se
encontraren  internadas  las  personas  con  enfermedad  mental  sujetas  a
medidas  de  seguridad,  pudiendo  adoptar  de  inmediato  las  medidas  de
carácter urgente, necesarias para corregir los errores, abusos o deficiencias
que observare en la ejecución de estas medidas.

Artículo  482.-  Condenado  con  enfermedad
mental  sobreviniente.  Si  después  de  dictada  la  sentencia  y  durante  la
ejecución  de la  pena,  el  condenado sufriere  una enfermedad mental  que
pudiere afectar su capacidad de comprender los fines de la pena impuesta,
cualquiera de los intervinientes podrá solicitar al juez de garantía competente
que se ingrese al condenado a la Unidad de Psiquiatría Forense Transitoria
correspondiente, para que se evalúe su condición de salud mental, debiendo
estarse, en lo relativo a los plazos, a lo dispuesto en el artículo 458 ter. Dicha
evaluación  deberá  informarse  al  juez  de  garantía  correspondiente.  Lo
anterior, sin perjuicio que se inicie el tratamiento médico al condenado si lo
requiriere y su posterior control ambulatorio si fuese necesario.

Una  vez  emitido  el  informe,  el  juez  de  garantía
citará a una audiencia dentro del  plazo de 15 días de recepcionados los
antecedentes, en la cual oyendo al fiscal y al defensor, podrá, si lo estimare
procedente,  dictar  una  resolución  fundada  declarando  que  no  se  deberá
cumplir la pena restrictiva o privativa de libertad y dispondrá, según el caso,
la medida de seguridad que correspondiere.

El tribunal velará por el inmediato cumplimiento de
su resolución. En lo demás, regirán las disposiciones de este párrafo.

Artículo 4°.- Las Unidades de Psiquiatría Forense
Transitoria serán establecimientos de carácter asistencial  que dependerán
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del Servicio de Salud respectivo y que se encontrarán ubicadas al interior de
los recintos penitenciarios, para el solo efecto de contar con la custodia y
resguardo perimetral a cargo de Gendarmería de Chile.

Serán  funciones  de  las  Unidades  de  Psiquiatría
Forense Transitoria:

a) Realizar las evaluaciones y emitir los informes
periciales psiquiátricos que les ordene el juez de garantía, tanto respecto de
imputados internados provisionalmente, como de condenados, respecto de
los cuales, conforme al artículo 482, pueda reemplazarse el cumplimiento de
la pena privativa o restrictiva de la libertad por una medida de seguridad.
Asimismo,  podrá  iniciarse  el  tratamiento  médico  de  aquellos  que  lo
requirieren.

b)  Prestar  atención  médica  ambulatoria  de
carácter psiquiátrico y psicológico, en general, a la población penal que se
encuentre privada de libertad en el recinto penitenciario respectivo.

En aquellos casos en que la atención comprenda 
la  hospitalización  del  interno,  y  previa  indicación  médica,  éste  será
trasladado  al  Servicio  de  Psiquiatría  de  mediana  o  alta  complejidad  más
cercano, para la atención y tratamiento que corresponda.

Artículo 5°.- Modifícase el artículo 3° del decreto
ley N° 2859,  de 1979, que contiene la Ley Orgánica de Gendarmería de
Chile, en la forma siguiente:

1) Las letras que siguen a la primera letra d) pasan
a ser e), f), g), h) e i).

2) Intercálase entre la letra h) que pasó a ser i), y
el inciso segundo, la siguiente letra j):

“j)  Realizar,  respecto  de  los  establecimientos
asistenciales denominados Unidades de Psiquiatría Forense Transitoria, las
siguientes funciones:

1.-  Ejercer  la  vigilancia  y  custodia  perimetral  de
dichos establecimientos;

2.- Controlar el ingreso de personas;
3.- Intervenir en caso de conflicto crítico al interior

del establecimiento a solicitud del profesional a cargo de él, y
4.-  Realizar  los  traslados  a  los  tribunales,

establecimientos  de  salud  de  la  red  asistencial,  y,  en  general,  a  otras
instituciones externas que determine la autoridad previa orden judicial.

Artículo  6°.-  El  mayor  gasto  que  represente  la
aplicación de esta ley será financiado con los recursos contemplados en los
presupuestos de los Ministerios de Justicia y de Salud, según corresponda.

Artículo transitorio.- En aquellas regiones en que
no  se  encontraren  habilitadas  las  Unidades  de  Psiquiatría  Forense
Transitoria, las funciones establecidas en el artículo 4° deberán desarrollarse
en el Servicio de Psiquiatría de mediana o alta complejidad más cercano o
en los establecimientos asistenciales determinados por el Ministerio de Salud
para estos efectos.

El Ministerio de Salud deberá comunicar a la Corte
Suprema, dentro del primer trimestre de cada año, la ubicación, ámbito de
competencias  y  capacidad  instalada  de  las  Unidades  mencionadas  en  el
inciso anterior.
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*****

Sala de la Comisión, a 18 de marzo de 2008.

Continúa  como  Diputado  Informante  el  señor
Pedro Araya Guerrero.

} Acordado en sesiones de fechas 11 y 18 de marzo
de  2008  con  la  asistencia  de  los  Diputados  señor  Jorge  Burgos  Varela
(Presidente), señoras María Antonieta Saa Díaz y Marisol Turres Figueroa y
señores  Pedro  Araya  Guerrero,  Juan  Bustos  Ramírez,  Alberto  Cardemil
Herrera,  Guillermo  Ceroni  Fuente,  Edmundo  Eluchans  Urenda,  Cristián
Monckeberg Bruner, Nicolás Monckeberg Díaz y Eduardo Saffirio Suárez.

EUGENIO FOSTER MORENO
                   Abogado Secretario de la Comisión

11


